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Leemos en un Auto de los magistrados de la Sala Tercera del TS sobre

una impugnación a la declaración de la Junta Electoral Central que: “hay un

elemento clave a la hora de decidir la suspensión y es el crecimiento en 408.000

personas que ha experimentado el CERA desde 2023", pero la impugnación se

refería a otra cosa: decidir si la JEC no era competente para incumplir la ley

20/2022.

El análisis político económico sobre la magnitud de los beneficiados por

la ley compete sólo al Congreso, es ajeno al TS; afirmar que” es “un incremento

excepcional de electores inscritos que no se había producido con anterioridad a la

vigencia de la Ley y de la Instrucción" no implica que eso sea ilegal. Lo

cuantitativo es irrelevante. El número de votantes aumentó mucho más cuando

1º.- en el S. XIX se reconoció a TODOS los ciudadanos varones mayores de edad

el derecho al voto. 2º.- cuando en 1931 se reconoció a TODAS las ciudadanas

mujeres mayores de edad el derecho el aumento (superó el 100 %); 3º.- fue

notable, unos 60.000 al concederle la ciudadanía a los sefardíes: 4º.- será de

90.000 para el reciente caso de los saharauis a los que Juan Carlos I convirtió en

apátridas ejerciendo las abusivas e ilegales leyes franquista tras ser nombrado

rey fascista en 1975. Con la CE78 no hubiera podido hacerlo. Era ya hora de

rectificar su felonía.

Al poder legislativo le compete crear derechos que beneficien a uno o a

un millón de ciudadanos. Sólo un inconstitucional derecho es recurrible, pero

por el procedimiento correcto, no como aquí con falaces argumentos

cuantitativos, por irrelevantes, y usurpando la competencia del Congreso. Eso es

un fraude de ley.

Es falaz el argumento de que “este incremento extraordinario en el

número de electores inscritos en el CERA de españoles residentes en el extranjero

y la circunstancia de que tal número está en constante aumento, con cifras de la

extraordinaria dimensión expuestas, unido a la incidencia que pueda tener en los

censos de electores así conformados en las diferentes circunscripciones, son

circunstancias que ha de valorar esta Sala".

La norma y su interpretación es una cuestión cualitativa, no cuantitativa.

Las consecuencias políticas competen en exclusiva al Congreso. Allí se discutió,

definió y aprobó el texto hace cuatro años. No compete al poder judicial ese

análisis de las consecuencias políticas. Zapatero a tus zapatos. El TS debe saber

que no usurpar las competencias del Congreso es lo propio de una democracia.



El TS incurre en confusión de conceptos al decir que la ley y la instrucción

pueden "afectar a la transparencia del proceso electoral y a la confianza de la

ciudadanía en sus resultados, amén de generar una circunstancia fundada de

incertidumbre sobre el resultado electoral". La transparencia depende de que se

respeten las leyes, como hace la JEC, pero no el TS. Es un concepto distinto del

número de personas con derecho a voto, y la incertidumbre del resultado de

una elección no depende del número de electores sino de lo que vote cada

ciudadano y de cuantos vayan a votar al margen.

La justicia decide sobre hechos, no sobre especulaciones, menos aún

sobre “futuribles”. Eso vale para decidir comprar un número de la lotería u otro

o no comprarlo. Da vergüenza que el Auto del TS se base en futuribles; además

falsos. Es posible que el resultado de las elecciones varíe si aumenta el número

de electores; pero lo que se discute es si ciertas personas tienen derecho a ser

electores: sea una o dos millones.

EL TS confunde conceptos inconfundibles: calidad de la elección y

cantidad de electores al decir "que aprecian que ese crecimiento del censo

"genera un peligro fundado, real y serio de poder afectar gravemente a la

objetividad y transparencia del proceso electoral, causando entonces un daño

irreversible a la rectitud y corrección de aquél”. Su Auto ya ha producido, no es

un futurible, un daño irreversible y deberá ser revocado legalmente.

Una medida cautelar busca evitar un daño de imposible o difícil

reparación sobre el asunto: si la JEC actuó bien o mal. La “objetividad y

transparencia del proceso electoral” sufre idéntico perjuicio 1º.- si se aplica una

ley inconstitucional, como si 2º.- si no se aplica una ley constitucional: en un

caso por exceso, en otro por defecto. El TS no puede ignorar que ese Auto es

ilegal.

De hecho lo reconoce al añadir: "las cuestiones que se dilucidan en este

procedimiento, ya desde esta etapa inicial de las medidas cautelares, transcienden

a aspectos mucho más relevantes y decisivos para nuestro Estado de derecho y

para el derecho del pueblo español a decidir su futuro y a depositar su confianza

en unos representantes elegidos en procesos electorales limpios y despojados de

toda circunstancia, causa u obstáculo que pueda perjudicar o poner en riesgo la

libre y voluntaria elección ciudadana". El TS reconoce su “litis consorcio mutatio”

al decir que “trasciende” lo que se impugnó que era “si era correcta o no la

decisión de la JEC”. El Auto del TS debió ratificar que era correcta; porque lo es.

El TS sirve al ciudadano si aplica la ley con independencia y rigor

respetando las del Congreso que representa a los ciudadanos. ¡Ojalá el sistema

judicial corrija esta Torpeza Suprema cuánto antes!


